Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 38 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“Nota de la Comisión de Nocturnidad de UNATRASE (FUECYS - PIT-CNT), de fecha 19 de 
abril de 2012, por la que solicita audiencia y presenta un proyecto de ley por el que se regula el trabajo 
nocturno.” 


-La Comisión tiene el gusto de recibir a los señores Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, doctores Chediak y Pérez Manrique, quienes han sido invitados para brindar su opinión sobre 
el proyecto de ley presentado por el señor Senador Pasquet, Ley Orgánica de la Judicatura y de 
Organización de los Tribunales, a través del cual se modifican disposiciones de la Ley N?2 15.750, 
de 24 de junio de 1985, Carpeta N* 584/2011, y la iniciativa presentada por el señor Senador Gallinal, 
Legítima Defensa, por la que se modifica el artículo 26 del Código Penal, correspondiente a la Carpeta 
N* 571/2011. 


Antes de concederles el uso de la palabra, la Presidencia quiere informar a los invitados que 
los miembros que hoy no están presentes podrán luego leer la versión taquigráfica de lo expresado en 
esta sesión. 


SEÑOR CHEDIAK.- He traído una copia del documento que realicé en ocasión de recibir el proyecto 
de ley presentado por el señor Senador Pasquet, en virtud de que gentilmente nos han pedido nuestra 
opinión. Allí señalamos que en el artículo 1% del proyecto se establece que los Jueces deberán ajustar 
su conducta a los principios de independencia, imparcialidad, probidad, idoneidad, decoro y respeto. 
Entendíamos que algunos de los principios que la norma proyecta y enuncia ya se encuentran 
consagrados en la propia Ley N* 15.750, así como la Constitución y el Código General del Proceso. 


En principio, no podía caber objeción a la inclusión de una regla que, como la propuesta, 
materializa o explicita una serie de principios que, entre otros, deben ser rectores de la conducta de los 
Jueces. Además, si bien estos principios deberían surgir de la conciencia individual de cada 
Magistrado, entiendo adecuado y hasta necesario normativizarlos e insertarlos en el Derecho Positivo a 
fin de asegurar su acatamiento institucional. 


De todas formas, a la hora de valorar la norma propuesta corresponde tener presente -aquí 
realizamos algún análisis de los distintos principios recogidos en la norma y algunas de las leyes donde 
ellos ya figuran- por ejemplo, que con relación a la independencia, el artículo 21.1 del Código General 
del Proceso establece que cada Tribunal es independiente en el ejercicio de sus funciones. Además, el 
doctor Couture señalaba que el Poder Judicial es independiente de toda otra autoridad en el ejercicio 
de sus funciones. 


En mi criterio, sin desmedro de lo anterior y de las demás garantías, como la independencia - 
principio natural del artículo 19 de la Carta Magna- la prohibición de delegación, etcétera, la norma 
proyectada aborda la cuestión desde otra perspectiva, pues refiere a la independencia como patrón u 
obligación de conducta personal de los jueces, lo que es diferente y parece adecuado. En general, lo 
que las normas institucionales plantean respecto del Poder Judicial es la independencia orgánica del 
Poder Judicial, como Poder de Gobierno del Estado, respecto de los otros Poderes del Estado, y la 
independencia de cada uno de los órganos, en lo jurisdiccional, respecto de los órganos superiores. 
Aquí se aborda el principio de independencia como una obligación funcional que tenemos los Jueces y, 
en ese sentido, el marco constitucional del estatuto intenta preservar nuestra independencia. Además, 
nuestra conciencia debe hacernos ser independientes y actuar en consecuencia. 


Corresponde tener presente que la obligación de imparcialidad, que es la máxima cualidad en 
un Juez, ya está prevista en la Ley N* 15.750, pues en su artículo 94 dice que los Jueces se 
abstendrán de expresar, y aun insinuar, su juicio respecto de los asuntos en los que por ley son 
llamados a fallar, y de dar oído a cualquier alegación que las partes o terceras personas intenten 
hacerles llegar en forma distinta de la establecida por las leyes. Asimismo, la obligación de actuar con 
imparcialidad por parte de los Jueces surge del mandato legal del artículo 21.2 del Código General del 
Proceso, donde se dice que se debe actuar con absoluta imparcialidad en relación a las partes. Tal 
como ya lo ha señalado el Senador Pasquet, el artículo 21 de la Ley N* 17.060 dice que los 
funcionarios públicos observarán los principios de respeto, imparcialidad, rectitud e idoneidad y 
evitarán toda conducta que importe un abuso, exceso o desviación de poder, y el uso indebido de su 
cargo, o su intervención en asuntos que puedan beneficiarlos económicamente o beneficiar a personas 
relacionadas directamente con ellos. En este punto, entonces, pensamos que nada innova la norma 
proyectada, si bien deja claro que se aplica también a los Magistrados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas por la interrupción, pero dado que me tengo que retirar, 
deberíamos designar un presidente ad hoc. Si los demás señores Senadores están de acuerdo, le 
pediría al señor Senador Gallinal que ocupara la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gallinal.) 


SEÑOR CHEDIAK.- Quisiera reiterar que todos los Magistrados tenemos la necesidad de actuar en 
forma imparcial; es más, justamente esa es la definición del cargo, pues el Juez es un tercero 
imparcial. Hemos señalado en reiterados ámbitos que es muy fácil decir esto, pero es difícil de aplicar y 
a veces hay que recordarlo. Por ejemplo, en materias tan sensibles como la violencia doméstica, 
siempre se señala que los Jueces o Juezas deben tener cierta simpatía por las víctimas que han sido 
objeto de agresiones por esta causa. En lo personal, entendemos que esto no tiene que ser así, pues 
en principio los Jueces no deben tener simpatía por nadie, porque las víctimas de violencia doméstica 
o de cualquier otro tipo tienen derecho a tener un Juez imparcial. El acusado de violencia doméstica, el 
presunto golpeador, también tiene derecho a tener un Juez que sea imparcial, que no sienta simpatía o 
antipatía por ninguna de las partes. Tal como ha sido reiterado a nivel nacional y de las cumbres 
judiciales iberoamericanas, para la tarea del Magistrado es esencial el principio de imparcialidad. 


Otro de los principios mencionados en el artículo es el de probidad, ya que se pretende 
señalar a texto expreso el deber de una conducta proba, honrada, entendida como rectitud de ánimo, 
integridad en el obrar. Hay que tener presente que el término probidad y sus sinónimos, como 
honradez, integridad y honestidad, se encuentran expresamente utilizados en el texto de la Ley N* 
15.750, Orgánica de la Judicatura y de Organización de los Tribunales, en relación con la actividad de 
los Jueces. Solamente se utiliza el término honradez en el artículo 151 cuando dice: “Para ejercer la 
procuración se requiere: 4%) Acreditar honradez y costumbres morales en la misma forma que para los 
aspirantes a escribanos establece la ley respectiva”. 


Esto no significa desconocer que en el texto actual de la Ley N* 15.750 se exija a los Jueces 
el desempeño honesto de su labor. El artículo 79 dispone: “Sin perjuicio de los requisitos especiales 
que se establecen respecto a cada Tribunal, para ingresar a la Judicatura se requiere: 3) No tener 
impedimento físico o moral”. Del artículo 112 emerge la obligación de los Jueces de mantener una 
conducta honrada cuando dice: “Los Jueces incurrirán en responsabilidad disciplinaria en los casos 
siguientes: 3%) cuando por la irregularidad de su conducta moral comprometieren el decoro de su 
ministerio”. 


La Ley N* 15.750 incluye el vocablo “idoneidad” en el artículo 130 que establece los requisitos 
para ser Alguacil; es decir, no se prevé expresamente para los Jueces. 


En términos generales, corresponde tener presente que al Juez se le puede exigir una serie 
de idoneidades de diversa naturaleza, entre ellas las de carácter técnico, psicológico, ético, gerencial, 
etcétera. Por lo tanto, a fin de dar una opinión definitiva, correspondería tener presente a cuál se refiere 
el proyecto de ley en análisis. No obstante, entiendo que el control en la aptitud o suficiencia de los 
Jueces para el desempeño de su función desde el punto de vista técnico surge del artículo 78 de la Ley 
que dice: “El ingreso a la carrera judicial se hará por los cargos de menor jerarquía, salvo en casos 


excepcionales, en que podrán acceder, en cualquier grado de aquella, ciudadanos destacados por su 
notoria versación jurídica”, y por el artículo 79, que expresa: “Sin perjuicio de los requisitos especiales 
que se establecen respecto a cada Tribunal, para ingresar a la Judicatura se requiere: 2%) Ser abogado, 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 247 de la Constitución”, tener un nivel de escolaridad en la 
Facultad de Derecho adecuado a las exigencias del servicio a juicio de la Suprema Corte de Justicia; 
en la solicitud de ingreso podrán señalarse otros méritos. 


Cabe aclarar que para el ingreso a la carrera a través del concurso público -que se realiza 
para ingresar al Centro de Estudios Judiciales- la Suprema Corte de Justicia tenía algunas pautas 
mínimas que debían cumplir los aspirantes, las que de alguna manera han debido ser flexibilizadas 
porque no teníamos candidatos suficientes que tuvieran esas idoneidades. Por ejemplo, establecíamos 
como requisito sine qua non un número máximo de materias perdidas, que en realidad lo entendíamos 
como de exámenes rendidos, y luego hubo alguna duda allí. Además, se exigía un nivel mínimo de 
escolaridad, que no era excesivo; creo que estaba en 5. El número de materias perdidas, que 
originalmente era de 3, luego también se elevó a 5. Hubo que flexibilizar ambos criterios porque no 
había candidatos suficientes egresados de la Facultad de Derecho de la Udelar o de las demás que 
tuvieran esos requisitos. Es decir, los egresados de la Facultad de Derecho tienen en promedio 
muchos más exámenes perdidos que en nuestra época y, además, hoy un promedio de 5 o de 6 no es 
tan normal como solía serlo y son bastante usuales promedios de 3 o de 4. Esto además conlleva a 
que pierdan una gran cantidad de materias. No es raro ver que para las 30 materias curriculares se 
hayan dado 50 o 60 exámenes, en estudiantes no necesariamente muy malos. De manera que el 
reclutamiento de candidatos idóneos, abogados jóvenes con buena escolaridad, no es fácil. 


Si, en definitiva, al referirse el proyecto a idoneidad, alude a la capacidad técnica, corresponde 
recordar que, por Acordada N* 7688, la Suprema Corte de Justicia declaró con valor de Acordada los 
Principios de Ética Judicial Iberoamericana previstos en la Parte | del Código Modelo de Ética Judicial, 
aprobados en la Asamblea Plenaria de la XIll Edición de Cumbre Judicial, que en su artículo 28 
establece: “La exigencia de conocimiento y de capacitación permanente de los jueces tiene como 
fundamento el derecho de los justiciables y de la sociedad en general a obtener un servicio de calidad 
en la administración de justicia”. Es decir que estamos totalmente de acuerdo en que los Magistrados 
deben ser lo más idóneos posible. 


Nos referiremos ahora al decoro. 


La Ley N* 15.750 solo se refiere al decoro en su artículo 140, que regula la hipótesis de 
suspensión del ejercicio de la profesión de abogado. De todas formas, corresponde tener presente que, 
conforme al Diccionario de la Lengua, “decoro” puede ser honor, respeto, reverencia que se debe a una 
persona, circunspección, gravedad, pureza, honestidad, recato, honra, pundonor o estimación. Por lo 
tanto, sería conveniente señalar cuál de los posibles contenidos del término refiere el señor Senador. 
No obstante lo anterior, de una primera lectura del proyecto entiendo que por “decoro” corresponde 
entender que el Magistrado debe cuidar que su comportamiento habitual, en la vida tanto pública como 
privada, sea con concordancia con el cargo o función que desempeña. Esto es más o menos lo que 
nos enseñaban que significa en el cargo de Magistrado el decoro. Recuerdo que nos señalaban que el 
Juez debe ser como la mujer del César: debe ser honesto, probo, imparcial, y parecerlo. 


Voy a referirme ahora al término “respeto”. 


Aclaro que hago hincapié en cuáles términos están ya en nuestra legislación y cuáles no para 
ver las novedades del proyecto del señor Senador Pasquet. 


Tampoco este término es aludido en la Ley N* 15.750 en relación a la actividad de los Jueces. 
Solo se recepciona en el artículo 148 respecto de los abogados que pueden ser corregidos cuando en 
el ejercicio de su profesión falten de palabra, por escrito u obra, el respeto a los Magistrados. De todas 
formas, al igual que en el caso referido en el numeral precedente, a los efectos de valorar su inclusión 
debería precisarse el significado exacto del vocablo, o sea: veneración, acatamiento, miramiento, 
consideración, deferencia, manifestaciones de acatamiento que se hacen por cortesía. 


Siguiendo con el artículo 1%, entiendo que lo establecido en el inciso segundo no merece 
ninguna objeción, en la medida en que la reglamentación de lo dispuesto en el inciso primero 
supondría la actuación del órgano jerarca del Poder Judicial en la precisión y alcance de los términos 
empleados. Y aquí quiero plantear una pequeña duda o salvedad a título personal, porque cada 
Ministro expresó en su momento -el doctor Pérez Manrique no estaba- qué opinaba del proyecto. No 
comparto parcialmente lo dispuesto en el inciso tercero del artículo. Allí se propone que el 
incumplimiento de los deberes enunciados se considerará falta grave a los efectos de la imposición de 
las correcciones disciplinarias establecidas por el artículo 114 de la Ley N* 15.750. Simplemente, como 
adelanto de mi opinión, entiendo que si bien las posibles faltas al deber de independencia, 
imparcialidad y probidad seguramente siempre deberán considerarse como graves, no parece tan 
claro, por ejemplo, en relación a los deberes de respeto y decoro. Esto es, simplemente, una salvedad. 
Por supuesto que se estaría hablando de faltas y, en cada caso, habría que determinar si son graves o 
no. 


En cuanto al artículo 2* del proyecto -el texto propuesto como artículo 88 bis- es idéntico al 
artículo 88 de la Ley N* 15.750; por lo tanto no tenemos ninguna objeción. Simplemente, me parece del 
caso señalar que al legislarse en relación al tema del domicilio de los Magistrados, sería oportuno 
incorporar al texto legal alguno de los aspectos regulados en los artículos 33 y 34 de la Acordada 7288 
del año 1996. Concretamente, el artículo 33 señala que los funcionarios judiciales, sea cual fuere su 
jerarquía, están obligados a residir en el lugar de asiento de la oficina en la que prestan servicios, 
salvo durante los períodos de vacaciones o licencia. Los funcionarios de las oficinas de la capital 
podrán residir fuera del departamento, siempre que esa circunstancia no afecte el cumplimiento de sus 
obligaciones, los horarios fijados para su labor y la buena marcha de los servicios. Y el artículo 34 
establece que los funcionarios que no se encontraran en la situación prevista en el artículo precedente 
al entrar en vigencia este Reglamento, deberán dar cuenta inmediata al superior, quien pondrá el 
hecho en conocimiento de la Suprema Corte de Justicia. Sólo la Suprema Corte de Justicia podrá 
autorizar, en casos concretos y con carácter precario, que el funcionario resida fuera del lugar de 
asiento de su oficina. En principio, estamos absolutamente de acuerdo en que los Magistrados 
Judiciales -y no solo ellos- debemos residir en donde tenemos la oficina en la cual desempeñamos 
funciones. 


En el artículo 3% se propone agregar al artículo 94 un numeral. De aprobarse tal norma se 
dispondría que los Jueces debieran abstenerse de toda conducta pública que pueda hacer dudar a un 
observador razonable de su imparcialidad en los asuntos que por ley están llamados a fallar. El texto 
propuesto -como lo señala el autor de la exposición de motivos- en cierta medida parece inspirarse en 
lo establecido en los artículos 9 a 17 del Código Modelo de Ética Judicial Iberoamericana, adoptado por 
la Suprema Corte de Justicia por Acordada 7688. La figura del observador razonable, que hemos 
recogido en todos los ámbitos de la Cumbre Judicial Iberoamericana, es una presunción parecida a la 
del buen padre de familia o a la del buen comerciante; es decir, a lo que podría pensar de esto un 
observador razonable, desapasionado, un ciudadano común que no tenga vinculación ninguna con los 
ámbitos. Subrayo que ha servido porque parece clara cuál es la intención. En definitiva, en este punto 
el texto se propone imponer al Juez la obligación de abstenerse de cualquier conducta pública que 
razonablemente pueda menoscabar la confianza de los justiciables en su imparcialidad para 
administrar justicia lo que, según mi criterio, parece adecuado. Sin duda alguna, la conducta de orden 
público adoptada por un Juez puede significar el quebrantamiento de su obligación de imparcialidad. 
Su deber no se limita a la actuación dentro de una oficina y a un expediente. La conducta de los 
Jueces está continuamente sujeta a la observación de la sociedad donde ejerce sus funciones y por 
ello debe ser muy cauto al momento de asumir su conducta pública. El buen Juez debe trasmitir en 
todos los actos -privados y públicos- en que participe, la imparcialidad requerida, pues de no hacerlo 
podría afectar la confianza de los justiciables, no sólo respecto a él, sino a todo sistema judicial. Hay 
una frase muy corta que resume lo que acabo de señalar: “Los Jueces somos Jueces veinticuatro 
horas por día”. 


Muchas Gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Corresponde agradecer la exposición que acaba de realizar el doctor Chediak, 
que refleja el estudio que ha hecho del texto propuesto. Ha realizado una serie de consideraciones 
que seguramente en su momento merecerán toda la atención de la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado. Creo que esta no es la ocasión para que los Senadores entremos en el debate 


del asunto. Quiero señalar que hemos escuchado la exposición de la Suprema Corte de Justicia con 
respecto al asunto que tenemos a estudio y tomado debida nota de las observaciones y comentarios 
que se han vertido y, en su momento, resolveremos teniendo en cuenta todo lo que se ha dicho en 
Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siempre es importante escuchar la opinión de la Suprema Corte de Justicia; 
por algo la propia Constitución recoge esta posibilidad. 


Me sumo al agradecimiento que ha expresado el señor Senador Pasquet porque es el sentir 
de todos los miembros de la Comisión. 


Ahora corresponde pasar a considerar un segundo punto. Le damos la bienvenida al novel 
Ministro Pérez Manrique y le deseamos éxito en el ejercicio de su responsabilidad. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- Quiero hacer algunas consideraciones sobre la propuesta de 
modificación al artículo 26 del Código Penal relacionadas con la legítima defensa. En la medida de lo 
posible se ha intentado comparar la propuesta de modificación con lo que sucede en la práctica y 
cuáles son las vías jurídicas que nuestro Derecho señala para justificar la legítima defensa. La legítima 
defensa constituye una piedra angular del diseño del Código desde la época de Irureta Goyena porque 
responde a un determinado equilibrio interno; ahora el país está ante los umbrales de una discusión 
sobre un nuevo Código Penal y es un elemento a tener en cuenta para reformas puntales. 


En cuanto al agregado del literal b en el artículo 26 dice que se considerará racional la 
convicción objetivamente fundada de quien se defiende respecto del medio empleado. Parecería que 
más allá de la apariencia esta propuesta no significaría una reforma sustancial en la medida en que si 
la convicción objetivamente fundada de quien se defiende respecto del medio empleado está en la 
realidad objetivamente fundada, habrá legítima defensa lisa y llana y esto se podrá solucionar con el 
régimen vigente. Existe una consonancia entre la apreciación subjetiva del individuo y la realidad que lo 
lleva a ejercitar esa legítima defensa. 


Si la convicción del defensor está objetivamente fundada, pero no lo suficiente, de modo que 
el fundamento se encuentre solamente en lo subjetivo -es decir, en la propia convicción y no tenga 
correlato fáctico- entonces habrá legítima defensa putativa, que es un tema que la doctrina ha tratado 
largamente y siempre ha concluido que se trata de una causal que exime de pena. Algunos dicen que 
faltaría la tipicidad subjetiva y para ello se hace referencia al tipo penal como un tipo global, que no 
solo incluye la descripción típica objetiva y subjetiva del hecho -respectivamente dar muerte con 
intención de matar en el homicidio- sino que entiende que contiene elementos negativos consistentes 
en que la acción se ejecuta en la ausencia de causas de justificación. El dar muerte en forma 
intencional debe ocurrir con ausencia de causa de justificación y con conciencia de dicha ausencia. Se 
trata entonces de una construcción de cuatro elementos. 


En el caso que plantea el proyecto de ley, si el sujeto obra con la convicción objetivamente 
fundada y la necesidad racional -para el caso de que dicha necesidad falte en la realidad- de todos 
modos no habrá tipo penal al no existir la conciencia del sujeto de la inexistencia objetiva de la 
necesidad del medio empleado. Otros fundan la legítima defensa putativa en la ausencia de 
culpabilidad por error de hecho, que causa un error de Derecho invencible. El sujeto sabe que mata, 
pero cree que actúa lícitamente a causa de un error de hecho sobre la circunstancia de la agresión o 
de la defensa. Recientemente hubo un caso muy notorio en el que salió por legítima defensa, pero en 
realidad era un error de hecho. La persona que mata erróneamente a su hijo dentro de su casa es un 
claro caso de error de hecho y no de legítima defensa. 


En definitiva, si la necesidad del medio es legal y objetiva, habrá legítima defensa sin que el 
proyecto en sí contribuya a solucionar el problema. Si la necesidad es solo una convicción, solo 
subjetivamente fundada a causa de un error invencible sobre las circunstancias, entonces habrá 
defensa putativa. No vamos a referirnos a algunos aspectos del error invencible y bajo qué título se 
incrimina el delito, porque no son temas sobre los que se nos haya solicitado nuestra opinión. 


Además, queremos señalar dos aspectos vinculados a la reforma proyectada al Código Penal 
que obra en el repartido N* 428, de noviembre de 2010, de la Cámara de Representantes. En el literal 
b) del artículo 26, aludiendo a la agresión, se sustituye la referencia “necesidad racional del medio 
empleado” por “necesidad de la acción defensiva para repelerla o impedirla”. Tal como se expresa en la 
exposición de motivos, la expresión “necesidad racional del medio empleado” ha sido entendida por la 
defensa como exigencia de proporcionalidad entre el bien defendido y el lesionado, y si esto fuera así, 
la legítima defensa no sería sino una variante del estado de necesidad, en tanto su fundamento no está 
en la proporcionalidad sino en la repulsa a la antijuridicidad. 


También allí se establecen normas sobre la legítima defensa imprudente para solucionar 
casos de excesos en la utilización de los medios racionales; estamos hablando de los casos en que el 
delito se castigue en forma culposa o se lo considere como atenuante si no se habilita esa opción. 


Con respecto a la presunción, en la propuesta del proyecto de ley esta figura aparecería 
ampliando el ámbito locativo en el cual se podría generar la vulneración del derecho que merece la 
réplica de la defensa, extendiéndolo a otros lugares. Concretamente, el texto dice: “También se 
considerará que concurren estas tres circunstancias respecto del que defiende de igual forma cualquier 
local de comercio, industria o similar contra el que penetre o trate de penetrar al mismo con violencia o 
amenazas”. 


Sobre este punto, quiero decir que la expresión “se considerará” parece hacer referencia a 
una presunción de justificación respecto del que defiende cualquier local de comercio, industria o 
similar empleando violencia contra el que penetre al mismo o trate de hacerlo violentamente. 


Si en el proyecto de ley se pretende asimilar el concepto de comercio con el de morada, se 
partiría de un error de base: el sujeto que penetra o es sorprendido en una morada ya está cometiendo 
un delito contra la intimidad del morador. La penetración o el mantenimiento en sí ya constituyen una 
agresión ilegítima contra la que el morador puede defenderse y, en ese caso, la ley presume que la 
violencia que emplee estará amparada en las tres circunstancias a las que se hace referencia. Esto es 
sin perjuicio de que pueda considerarse, según los casos, que hubo un exceso de defensa por parte 
del morador. 


No obstante, el ingreso de una persona a un local de comercio o similar no puede de modo 
alguno equipararse al ingreso domiciliario, entre otras razones, porque normalmente los locales 
comerciales están abiertos al público. Por eso es que una vez más el proyecto de ley establece la 
presunción solo en el caso de que el sujeto penetre -o intente hacerlo- al local con violencia o 
amenazas. 


Entonces, si hay violencia o amenazas, ¿no estaríamos ante un acto ilegítimo? Si el sujeto 
penetra -o intenta hacerlo- con violencia o amenazas, estará en una situación de agresión ilegítima y la 
defensa debería ser tan racional como cualquier otra. 


Lo que queremos decir con todo esto es que si para habilitar la existencia de la legítima 
defensa en esos lugares abiertos al público, esa incursión tiene que ser con violencia o amenazas, 
entonces esa incursión es, en sí misma, ilegítima, lo que motivaría el ejercicio del derecho de defensa. 


Finalmente, quería hacer referencia a un artículo del proyectado Código Penal, que está a 
estudio en la Cámara de Representantes. Me parece que esa disposición ha sido copiada del Código 
alemán, que hace referencia al estado de necesidad justificante y que establece que está exento de 
responsabilidad quien para defender su vida, su integridad física, su libertad, su honra o su patrimonio - 
o el de terceros- ataca alguno de estos derechos en los demás, con tal de que el mal causado sea 
menor que el que trata de evitar y que este no haya sido provocado por su conducta y revistiera el 
carácter de inminente; este artículo no se aplica a quien tuviere jurídicamente el deber de afrontar el 
mal. 


Lo que he querido decir con esto es que hay situaciones en las cuales los institutos jurídicos 
se superponen y se hace muy difícil su aplicación. En esencia, la idea es esa. Las dos hipótesis que 


puede haber sobre legítima defensa son: cuando está racionalmente fundada y cuando está fundada 
en un error. Finalmente, si ampliamos el ámbito locativo en que se puede dar esa incursión violatoria 
de derechos y señalamos que son casos en los cuales hay una irrupción ilegítima, allí está justificada la 
legítima defensa. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR CHEDIAK.- Seguramente por error, en la exposición de motivos se fundamenta en contra del 
hecho de que la presunta legítima defensa no se extendería a toda la jornada sino a la noche. Al 
respecto, deseo señalar que este Parlamento, en el artículo 66 de la Ley N* 17.243, de 27 de junio de 
2000, eliminó la referencia a la nocturnidad, por lo cual la legítima defensa del hogar se presume 
durante toda la jornada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El que hizo la exposición de motivos no es tan ignorante como para no saber 
que no se cambió; no dice eso. Dice que ya se cambió. 


SEÑOR CHEDIAK.- Por otra parte, como señalaba el doctor Pérez Manrique, es claro que hay una 
protección constitucional muy fuerte del hogar, que no es “sagrado e inviolable”, sino que la 
Constitución dice que es “un sagrado inviolable”, por alguna terminología que viene de 1830. Además, 
en este caso la protección está dada por el hecho de que, en general, en el hogar reside la familia -y 
quizá también algún integrante del servicio doméstico y algún invitado en ocasiones particulares-; sin 
embargo, por su naturaleza, el comercio está abierto al público, por lo que se complica la evaluación de 
si estamos ante una penetración ¡legítima o ante una penetración que se inició legítimamente y luego 
mutó. Por tanto, la extensión de la presunción de legítima defensa a ámbitos externos al hogar puede 
traer complicaciones, aunque quizás no. 


Es todo lo que tenía para informar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos cuanto nos han informado. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 14 minutos.) 
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